
 

 

14 DE JULIO DE 2019 

REVISTA PROCESO 

 

Migrantes y organizaciones civiles, en resistencia contra las 
deportaciones  
(Lourdes Cárdenas, pág. 28-30) 

 
San Francisco, California.-Lo más preciado para Blanca Marroquín, una joven 
guatemalteca, son sus dos hijos de cinco y siete años. La sola idea de ser 
separada de ellos la aterroriza. “Mi mayor miedo es que me quiten a mis hijos –
dice en referencia a la posibilidad de ser arrestada y deportada por agentes de 
inmigración este domingo 14–, pero he aprendido a no tener miedo y sé que 
tengo derechos como inmigrante. “Marroquín salió de Quetzaltenango, 
Guatemala, en enero pasado y permaneció cinco días en un centro de 
detención para migrantes en California, junto a su madre y sus dos hijos. En 
febrero fue liberada y pudo trasladarse a San Francisco, donde espera ser 
llamada a la corte para iniciar su proceso de asilo. Tiene un grillete en el tobillo 
y sus datos están registrados en el servicio de Control de Inmigración y 
Aduanas (ICE, por sus siglas en inglés). 
 
Según el periódico, las detenciones serán realizadas por agentes del ICE 
durante varios días y pueden incluir deportaciones “colaterales”, es decir, de 
personas que estaban junto al objetivo de la deportación. La medida tendrá 
lugar sobre todo en Atlanta, Baltimore, Chicago, Denver, Houston, Los Ángeles, 
Miami, Nueva Orleáns, Nueva York y San Francisco. 
 
La probabilidad de que las deportaciones sean focalizadas a ese grupo no ha 
mermado el temor y la incertidumbre entre el resto de los inmigrantes 
indocumentados. Marisela Esparza, directora del área de Derechos de los 
Inmigrantes del Centro de Servicios Comunitarios Dolores Street, señala: 
“Hemos visto mucho miedo y pánico, pero también sentimos que es una 
campaña para crear terror, que es lo que busca la administración... Cuando hay 
miedo las personas se aíslan, se retiran, dejan de asistir a juntas y se informan 
menos” 
 
El jueves 11 la Unión Americana de Libertades Civiles (ACLU) interpuso una de-
manda para proteger a las personas que podrían ser blancos de los operativos 
de de-portación. El argumento principal es que no se garantizó el derecho 
constitucional de esas personas a comparecer ante un juez de inmigración. 
 
Fuerte resistencia en California 
 
El anuncio de las deportaciones motivó que las organizaciones civiles e incluso 
los gobiernos de las ciudades santuario multiplicaran sus esfuerzos educativos 



 

 

hacia los inmigrantes. En San Francisco, la Oficina del Defensor Público del 
condado está preparada para ofrecerles asesoría legal. “Es muy importante 
reasegurar a la comunidad que hay defensa y seguridad –dice el abogado 
Francisco Ugarte, coordinador de la Unidad de Inmigración–. Si la persona no 
exige sus derechos puede ser deportada inmediatamente. La gente tiene 
derechos, los indocumentados tienen derechos y deben entenderlo. ”La Oficina 
del Defensor Público tiene ocho abogados y cinco empleados de apoyo. 
Regularmente representan a detenidos que no pueden pagar su defensa legal. 
 
A decir del abogado Ugarte, en California “hemos aprendido mucho de las 
falsas narrativas de Trump y el pueblo aquí ha hecho un movimiento de defensa 
y una resistencia muy poderosa”. Marroquín, la inmigrante guatemalteca, se 
sumó a este movimiento desde su llegada a San Francisco. Ella insiste en que 
escapó de su país no sólo por la violencia general, sino también por la 
doméstica. Su sueño es trabajar, ganar dinero y que sus hijos crezcan en un 
ambiente sano y positivo. Está decidida a trabajar por ello. “Los seres humanos 
tenemos derecho a una mejor vida y no pueden quitarnos ese derecho”, dice 
 

Hambrientos, aterrados y enfermos 
(Simón Romero, Zolan Kanno-Youngs, MannyFernandez, Daniel Borunda, Aaron Montes y 
Caitlin Dickerson, pág. 30-31) 

 
Clint, Texas.- Desde que la Patrulla Fronteriza abrió su estación en Clint, Texas, 
en 2013, se convirtió en un elemento esencial de esta ciudad agrícola del oeste 
de Texas. Separado de los campos de algodón y los pastizales por una cerca 
de alambre de púas, el centro se estableció en la carretera principal, cerca de 
una tienda de alimento para ganado, la Iglesia apostólica Buenas Noticias y la 
tortillería La Indita. La mayor parte de la gente de Clint sabía muy poco sobre lo 
que ocurría adentro. Los agentes iban y venían en camionetas; los autobuses 
se estacionaban cerca de los portones, a veces llenos de niños capturados en 
la frontera, seis kilómetros al sur. Sin embargo, dentro de las instalaciones que 
ahora están en la primera línea de la crisis de la frontera suroeste de Estados 
Unidos, hombres y mujeres que trabajan ahí estaban lidiando con una pesadilla. 
 
El poco conocido centro de la Patrulla Fronteriza en Clint de pronto se ha con-
vertido en la fachada oficial del caos de la frontera sur de Estados Unidos, 
después de que abogados de inmigración comenzaron a informar sobre los 
niños que veían –algunos de ellos, de cinco meses– y las condiciones 
existentes en los centros, sucios y hacinados, donde los tenían retenidos. Los 
líderes de la Patrulla Fronteriza, entre ellos Aaron Hull, el director del sector de 
la agencia en El Paso, rebatieron las descripciones de condiciones denigrantes 
dentro de Clint y otros sitios de detención de migrantes en todo El Paso, y 
afirmaron que sus centros eran gestionados de manera rigurosa y humana, 
incluso después de una serie de muertes de niños migrantes que se 
encontraban bajo custodia federal. 
 
Centro de procesamiento  



 

 

 
(...) Una puerta lleva al centro de procesa-miento del sitio, equipado con 
alrededor de 10 celdas. Un día de este mes, casi 20 ni-ñas fueron puestas en 
una sola celda, tan hacinadas que algunas se tiraron al piso. Podía verse a 
niños pequeños en algunas celdas, cuidados por otros niños mayores. Una de 
las celdas funcionaba como unidad de cuarentena o “celda de influenza” para 
los menores con enfermedades contagiosas; los empleados a veces usaban 
tapabocas y guantes para protegerse. Una parte de la zona de procesamiento 
fue reservada para que los niños de-tenidos hicieran llamadas telefónicas a 
familiares. Muchos rompían en llanto cuando escuchaban la voz de sus seres 
queridos, episodios tan comunes que algunos agentes simplemente se 
encogían de hombros como respuesta. Clint es conocido por retener a los 
pequeños que los agentes llaman UAC (niños migrantes no acompañados por 
un adulto), menores que cruzan la frontera solos o con familiares que no son 
sus padres. 
 
La llegada de un inspector 
 
Un día en abril un hombre de Washington llegó sin avisar, aproximadamente al 
medio-día, a la estación de Clint. Se presentó como Henry Moak y les dijo a los 
agentes que es-taba ahí para inspeccionar el sitio en su papel de director de 
rendición de cuentas de la Oficina de Aduanas y Protección Fronteriza. La 
estación de Clint superaba por mucho su capacidad el día de la visita de Moak, 
pues albergaba a 291 niños. El funcionario encontró pruebas de una in-
festación de piojos; los niños también le contaron que tenían hambre y que los 
obligaban a dormir en el piso. Una niña salvadoreña de 14 años había estado 
en custodia 14 días en Clint, incluido un periodo de nueve días en un hospital 
cercano, durante el cual los agentes de la Patrulla Fronteriza la acompañaron y 
la mantuvieron bajo vigilancia. Moak no especificó en su informe por qué habían 
llevado a la niña al hospital. Cuando ella regresó a Clint, otro niño había tomado 
su cama, por lo que tuvo que dormir en el piso. Dos hermanas hondureñas, de 
11 y siete años, le dijeron a Moak que tuvieron que dormir en bancas en la sala 
de retención del centro, y sólo les daban su propio catre cuando otros niños 
eran transferidos. 
 
Un padre encuentra a sus hijos 
 
Poco después de que Moak aprobó las condiciones de Clint, un hombre llama-
do Rubén estaba desesperado, tratando de encontrar a sus hijos, unos gemelos 
de 11 años que padecen epilepsia. Los niños habían cruzado juntos la frontera 
a principios de junio con su hermana adulta. Esperaban reunirse con sus 
padres, que habían llegado a Estados Unidos des-de El Salvador con el fin de 
ganar suficiente dinero para pagar el medicamento para la epilepsia de sus 
hijos. Requerían inyecciones diarias y un régimen estricto de cuidado para 
evitar las convulsiones que empezaron a tener a los cinco años. Sin embargo, 
los gemelos fueron separados de su hermana en la frontera y enviados a Clint. 
 



 

 

El infortunio de Óscar y Valeria: Sin lugar en el mundo  
(David Ernesto Pérez, pág. 33-35) 

 
Altavista, El Salvador.-El do-mingo 30 de junio Rosa Ramírez estaba en su 
casa, vestida de luto. Descansaba las manos sobre las rodillas, la mirada fija en 
el piso, y trataba de recordar el nombre de la escuela en la que su hijo aprendió 
a leer y escribir. Pero por más que estiró la memoria sus recuerdos estaban 
obstruidos. Lo único que una y otra vez apareció, como las incesantes gotas 
que caen de un techo roto, fue el nombre con el que se conoce la cancha de 
futbol próxima a esa escuela todavía sin nombrar: el Hoyo. “Es una que está 
allá abajo”, dijo bus-cando la confirmación de una mujer de pelo castaño que 
estaba sentada a su lado. Rosa había regresado a su casa en la colonia 
Altavista, en San Martín, después de recibir en el cementerio La Bermeja, en 
San Salvador, los cadáveres de su hijo Óscar Martínez Ramírez y de su nieta 
Angie Valeria, que murieron ahogados la tarde del 23 de junio en el intento de 
cruzar el río Bravo. Los cuerpos llegaron a las 10:50 de la mañana en dos 
camionetas blancas escoltadas por vehículos con placas particulares. 
 
El círculo de pobreza 
 
En La Libertad, específicamente en los municipios Santa Tecla, Antiguo 
Cuscatlán y Nuevo Cuscatlán, vive la minoría privilegiada de los salvadoreños. 
Los que estudian en colegios bilingües, empleados públicos y funcionarios, 
gerentes y al-tos ejecutivos de trasnacionales y gran-des empresas nacionales, 
empresarios, catedráticos de las universidades más caras. Desconocen los 
rigores del transporte colectivo y pocos han visto de cerca un pandillero. La 
clase media baja vive en las colonias y urbanizaciones de los municipios 
periféricos del oriente de San Salvador: vende-dores informales que se buscan 
la vida en el Centro Histórico, dependientes de loca-les de los centros 
comerciales, meseros y cocineros de los restaurantes, cajeras de bancos, 
agentes de las empresas de seguridad privada.  
 
Óscar y Valeria vivían en Altavista, una megaurbanización que construyó la 
familia Poma (una de las dos familias más ricas del país) a través de su 
empresa Grupo Roble, que se extiende entre Ilopango, Tonacatepeque y San 
Martín, municipios de la periferia de San Salvador conocidos por estar 
sobrepoblados, deforestados e invadidos por pandillas. 
 
Sin esperanza 
 
Por las escasas posibilidades de ascender en el escalafón, en El Salvador las 
clases sociales parecen castas. Entre los años cincuenta y sesenta del siglo 
pasado los gobiernos militares (principalmente el de Óscar Osorio) impulsaron 
una tímida industrialización de la economía que derivó en un crecimiento del 
Producto Interno Bruto. Eso y los buenos precios del café en esas décadas, 
principalmente en los cuarenta, permitió que una pequeña porción de los 
ciudadanos mejorara su nivel de vida. Además, el Estado impulsó políticas 



 

 

sociales, como la construcción de vivienda para los trabajadores que llegaban 
de las provincias a la capital. Sin embargo, el incipiente despegue económico se 
topó con la inestabilidad política de la década de los setenta y con el inicio de la 
guerra civil. Las primeras oleadas migratorias con-temporáneas comenzaron en 
los ochenta. Miles de salvadoreños huyeron de la guerra interna; desde los 
noventa hasta 2010 los ciudadanos escaparon a consecuencia del desempleo, 
la precariedad laboral y la pobreza, y después con fines de reunificación 
familiar. Entre 2012 y 2014 surgió otro motivo para huir: el desplazamiento 
forzado que provocó la violencia entre el Estado y las pandillas, así como la 
guerra entre éstas, sobre todo la del Barrio 18 y la Mara Salvatrucha (MS-13) 
 
Niños en peligro 
 
“Los que se quieren ir que no se vayan, aunque sea poco a poco vamos a irla 
pasando”, exhorta Nohemí López, amiga de la familia de Óscar, quien intentaba 
sortear la barrera del Cuerpo de Agentes Metropolitanos que impidió el acceso 
a desconocidos y a periodistas en la sala de velaciones del cementerio La 
Bermeja, a petición de Tania Vanessa Ávalos. “No hay que moverse, por los 
niños; eso es lo que duele más”, agrega Nohemí. La migración de niños y 
adolescentes en El Salvador inició en los noventa, sobre todo por los procesos 
de reunificación de las familias cuyos integrantes huyeron de la guerra civil en la 
década anterior. En los años siguientes muchos niños acompañaron a sus 
padres en su migración legal o ilegal, o aceptaron las invitaciones de sus 
amigos que se fueron antes que ellos. El fenómeno se agravó en 2009 cuando 
se incrementó el número de menores que viajaban solos a encontrarse con 
familia-res o, en menor medida, se escapaban de sus casas a escondidas de 
sus parientes. Ese año se registró la salida de mil 221 niños salvadoreños; en 
2012 la cifra aumentó a 3 mil 314; en 2014, a 16 mil 404, según las estadísticas 
de la patrulla fronteriza de Estados Unidos. Y entre 2009 y 2015 emigraron de 
Guatemala, El Salvador y Honduras rumbo a Estados Unidos 97 mil 433 
menores no acompañados. 
 

“El conflicto de interés se llama Alfonso Romo” 
(Hernán Gómez Bruera, pág. 6-11) 

 
Carlos Urzúa se ve de buen humor. Pareciera que su renuncia a la Secretaría 
de Hacienda, el pasado martes 9, sólo es un dato más en su biografía. No hace 
falta sacarle las palabras con tirabuzón: tiene muchas ganas de hablar. Lo hace 
como siempre: intercalando anécdotas graciosas y con numerosas digresiones. 
Habla de cómo conoció al presidente Andrés Manuel López Obrador y cuenta 
de qué manera evolucionó su relación, hasta que éste lo invitó a formar parte de 
su gabinete. En esta entrevista, la primera que da desde su renuncia, le pone 
nombre y apellido a las críticas que en su carta mencionó indirectamente. El 
principal conflicto de interés de es-te gobierno, asegura, se llama Alfonso Romo 
Garza. Él mismo nombró a los titulares del Sistema de Administración Tributaria 
(SAT) y la banca de desarrollo. Sus diferencias con el actual presiden-te 
comienzan por el tema fiscal, donde Urzúa considera necesaria una reforma 



 

 

que permita reducir la desigualdad y hacerse de más fuentes de recursos. 
Asegura que el principal problema de este gobierno es su voluntarismo. Cuenta 
que no estuvo de acuerdo con la cancelación del aeropuerto de Texcoco y 
critica el objetivo de construir Dos Bocas en lugar de promover la exploración y 
producción de crudo. 
 
Larga relación 
 
– ¿Desde cuándo conoces a López Obrador?–Lo conocí a finales de 96, 
cuando él era presidente del PRD, y me invitó a participar en la elaboración del 
plan económico para el partido. El trabajo salió bien y López Obrador empezó a 
confiar en mí y a in-vitarme a sus reuniones. Luego nos dejamos de ver, pero a 
finales de 1999 me llamó nuevamente a las oficinas del PRD, cuando estaba 
pensando lanzarse a la candidatura del gobierno de la ciudad. Me preguntó mi 
opinión y le dije que me parecía una buena idea. 
 
–Entras como secretario de Finanzas en el Gobierno del Distrito Federal. 
¿Cómo fue esa experiencia? ¿Hubo fricciones entre ustedes?–En el gobierno 
de la ciudad no tuvimos ninguna fricción. En realidad siempre me llevé bien con 
López Obrador. A pesar de las diferencias que hoy tengo con él, estoy 
convencido de que es, por mucho, el mejor político vivo que existe hoy en 
México. Es muy impresionante verlo: tiene una inteligencia social extraordinaria. 
Para mí es un placer conocer a alguien así porque ese tipo de figuras acaso 
aparecen cada 20 o 30 años en un país. “La administración al frente del Distrito 
Federal fue muy exitosa en las finan-zas, especialmente en términos de 
recaudación. Logramos combatir los desvíos que se generaban en la Tesorería 
y digitalizamos los servicios. Eliminamos el mecanismo de pago de tenencia, 
predial y nómina en las oficinas para hacerlo a través de los bancos y más tarde 
también por internet y en supermercados. El segundo piso del Periférico, en la 
parte de San Antonio, se logró financiar gracias al excedente que generamos 
ahí. 
 
Las diferencias 
 
– ¿Dónde están tus principales diferencias con Alfonso Romo?–Me cuesta 
entender el tipo de relación que tiene con el presidente. Ideológicamente Romo 
es un hombre de extrema derecha y en términos sociales oscila entre el Opus 
Dei y los Legionarios de Cristo. ¿Cómo un hombre así, que llegó a admirar a 
Augusto Pinochet y a Marcial Maciel, acabó no sólo siendo amigo de López 
Obrador, sino incluso siendo el jefe de la Oficina de la Presidencia? “Ahora bien, 
es verdad que aun cuan-do Romo trató de usar su influencia para apoderarse 
de las secretarías de Hacienda y de Economía, el presidente no lo dejó. Pe-ro sí 
pudo imponer a Margarita Ríos-Farjat en el SAT y a Eugenio Nájera en Nafinsa 
y Bancomext. Este último ha sido desde siempre su mano derecha en el sector 
empresarial, mientras que para que ella pudiera ser impuesta se tuvo que 
cambiar la propia Ley del SAT. 
 



 

 

El gasoducto 
 
– ¿Pero qué fue lo que más te hizo enojar? ¿Cuál fue la gota que derramó el 
vaso? ¿Pasó algo en particular?–Pasó algo de lo que no quiero hablar porque 
involucra a mucha gente. Puedo referir, sin embargo, cuál fue una de las gotas 
que casi derramó el vaso. Un alto funciona-rio y yo fuimos a comentarle al 
presidente hace unos días que lo que está haciendo la CFE no es en beneficio 
de México. En particular, le hablamos de un caso. Resulta que Bartlett, que 
tiene una fuerte visión estatista, encontró varios contratos de empresas 
extranjeras de construcción de gasoductos que para él son un robo a la nación. 
 

Así fue la detención del “intocable”...  
(Patricia Dávila y Rodrigo Vera, pág. 12-14) 

 
“El señor Juan Collado se siente muy mal. Tenemos que llevarlo a un hospital 
para su valoración. Por favor, su señoría, suspenda la audiencia”, le urgían los 
abogados de Collado al juez de control de Justicia Penal del Reclusorio Norte, 
Jesús Eduardo Vázquez Rea. La madrugada del pasado miércoles 10, en la 
sala de audiencias del recluso-rio, Collado Mocelo temblaba notoriamente de su 
brazo y de su pie izquierdo. Daba muestras de tener un preinfarto y de estar a 
punto de desmayarse. Su cardiólogo estaba presente, mas no traía consigo 
instrumental médico para valorarlo. Reitera-ron que urgía llevarlo a un hospital. 
Sin embargo, el equipo de cinco aboga-dos de la Fiscalía General de la 
República (FGR) se mostraba escéptico. Atribuía ese incidente a una estrategia 
de la defensa para llevarlo a un hospital y así impedir que se le dictara prisión 
preventiva oficiosa. Se hizo un silencio en la sala. Todos esperaban la 
determinación del juez, quien desde el inicio dijo reiteradamente que la prioridad 
era la salud del indiciado. Después de un momento de pensarlo, el juez dijo: 
“Está bien. Si el señor Collado tiene que ir al hospital, voy a decidir antes la 
medida cautelar. ”Esto representaba que Collado podía ser trasladado al 
hospital en calidad de detenido. Ante ello, los abogados defensores desistieron 
de su petición; prefirieron continuar con el desahogo de la audiencia mientras 
Collado se recuperaba paulatinamente. Con esto se le fue una oportunidad de 
seguir en libertad. 
 
La mención a Salinas y Peña Nieto... el temblor 
 
En el legajo se menciona a Collado con cuatro personas más: José Antonio 
Rico Rico, José Antonio Vargas Hernández, Roberto Isaac Rodríguez Gálvez y 
Tania Patricia García Ortega, por su probable participación en delitos de 
delincuencia organizada y operaciones con recursos de procedencia ilícita. Se 
les señala como presuntos responsables de crear empresas fantasma en 
Querétaro y Nuevo León, así como de si-mular la venta de un terreno en 
Querétaro por un total de 156 millones de pesos, en el que posteriormente se 
construyó la zona comercial Centro Sur. De acuerdo con la indagatoria, todos 
ellos constituyeron las empresas Opera-dora Inmobiliaria del Centro y Libertad 
Sociedad Financiera, ambas conocidas como Cajas Libertad, para simular 



 

 

operaciones financieras y blanquear recursos. Dicho capital provenía, al 
parecer, de la venta del inmueble de Querétaro, el cual supuestamente era 
propiedad de Sergio Hugo Bustamante Figueroa, quien denunció penalmente a 
todos ellos, asegurando que suplantaron su identidad para realizar esa venta, 
por la cual Collado recibió un de-pósito de 24 millones de pesos. 
 

Morena, ante el riesgo de “perredizarse” 
(Álvaro Delgado, pág. 20- 

 
Morena conmemoró el martes 9 su quinto aniversario como partido político 
cimbrado como gobierno por la renuncia ese día de Carlos Urzúa como 
secretario de Hacienda, la más prominente en la incipiente gestión de Andrés 
Manuel López Obrador, y por una convulsión interna sobre su modelo partidario: 
partido-movimiento, partido electorero o partido de Estado. Este debate quedó 
expresado en la sesión del Consejo Nacional de Morena, el domingo 7, que 
tomó acuerdos que abonan el proyecto de partido-movimiento, pero que fueron 
descalificados por Yeidckol Polevnsky, secretaria general en funciones de 
presidenta del Comité Nacional. Bertha Luján, presidenta del Consejo Nacional, 
afirma que 85% de los consejeros nacionales de Morena avalaron estos 
acuerdos, entre ellos el fortalecimiento del Instituto de Formación Política, que 
preside Rafael Barajas El Fisgón, como herramienta estratégica de la Cuarta 
Transformación. 
 
Partido o movimiento 
 
El 9 de junio de 2014, el Instituto Nacional Electoral (INE) otorgó el registro 
como partido político a Morena luego de que se constituyó como asociación civil 
des-de 2012, tras la segunda incursión de López Obrador como candidato 
presidencial y tras romper con el Partido de la Revolución Democrática 
(PRD).En sólo cuatro años, en 2018, ganó la Presidencia de la República, la 
mayoría en las dos cámaras del Congreso federal, así como 19 legislaturas 
estatales y 300 presidencias municipales, pero su prioridad electoral aplazó su 
definición de modelo como partido político que ahora se debate. 
 
Los riesgos  
 
Sin embargo, la presidenta del Consejo Nacional de Morena, Bertha Luján, 
aspirante a la presidencia –igual que Polevnsky–, defiende la legalidad de los 
acuerdos, como la integración de la comisión para coadyuvar al proceso de 
selección de la dirigencia. “Ella manifestó distintos desacuerdos en el mismo 
Consejo, pero 85% de los presentes votó a favor de esta comisión”, destaca 
Luján, quien dice que estos comisionados, con una historia de honorabilidad, 
coadyuven con la Comisión Nacional de Elecciones y el CEN para darle mayor 
certeza y legitimidad al proceso. “En ningún punto del estatuto está planteado 
que no se puede nombrar este tipo de comisiones y el Consejo tiene toda la 
autoridad para hacer este tipo de planteamientos, que se discutan y se pongan 
a votación. Entonces, por amplia mayoría, el Consejo ordenó que se formara 



 

 

una comisión que no sustituye a los órganos estatutarios”, subraya. 
 

Repudio generalizado a la “Ley Bonilla” 
(Olga Aragón, pág. 23-24) 

 
Ensenada, BC.-La noche del lunes 8, a puerta cerrada, resguarda-dos por 
elementos de seguridad y con cédulas de votación secreta, 21 diputados del 
Congreso de Baja California –integrado por 25 legisladores de ocho partidos, y 
con mayoría panista– aprobaron en sesión extraordinaria una reforma 
constitucional que amplía de dos a cinco años el periodo de Jaime Bonilla 
Valdez, el morenista gobernador electo. En esa sesión, después de aprobar por 
unanimidad la reforma, Carlos Montejo Oceguera, colaborador y amigo del 
gobernador Francisco Kiko Vega de Lamadrid, fue nombrado auditor superior 
del estado, permanecerá en el cargo hasta 2026 y será quien audite los tres 
últimos años de gobierno del panista. Como parte de la negociación se incluye 
el “manto de impunidad” para el gobernador Vega de Lamadrid y funcionarios 
de primer nivel, además de otros cargos públicos, aparte de la Auditoría 
Superior del Estado, entregada al PAN, y la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos, al PRI, dice Víctor Alejandro Espinoza, investigador de El Colegio de 
la Frontera Norte. 
 
Propuesta indecorosa 
 
Gómez Macías, presidente del Congreso del estado, el pasado 31 de mayo en 
entrevista con este medio acusó a Ricardo Peralta Saucedo, subsecretario de 
Gobernación y extitular de la Administración General de Aduanas de la 
Secretaría de Hacienda, y también a Alejandro Mira-montes Armenta, director 
de la Aduana en Mexicali, de extorsión e intento de soborno al ofrecerle 1 millón 
de dólares para que convocara a una sesión extraordinaria y convenciera a un 
grupo de legisladores de abrogar el artículo Octavo Transitorio del Decreto 112 
constitucional que ordenaba, por única ocasión, que la gubernatura sería de dos 
años. 
 

Priistas contra el PRI 
(José Gil Olmos, pág. 25-27) 

 
Las acusaciones de fraude, compra de votos y rebase de topes de campaña ya 
aparecieron en la contienda interna del PRI, en la cual el aspirante más 
señalado es Alejandro Moreno, a quien se acusa de ser el “candidato de la 
cúpula”. A poco más de dos semanas del arranque de la campaña por la 
dirigencia nacional, dirigentes priistas manifiestan su preocupación por la 
posibilidad de que la votación se lleve a cabo en medio de presiones, amenazas 
y acarreo por parte del exgobernador de Campeche, Alejandro Moreno, y su 
compañera de fórmula Carolina Viggiano, esposa del exgobernador de Coahuila 
Rubén Moreira. La conflictiva situación ya originó fracturas en el PRI y más 
imputaciones a la actual dirigencia de Claudia Ruiz Massieu, así como a los 11 
gobernadores priistas que manifestaron su apoyo al ex-mandatario Alejandro 



 

 

Moreno. A éstos, principalmente al mexiquense Alfredo del Mazo, se les señala 
de inflar el padrón con nuevos militantes “comprados” a favor de Moreno y de 
entregarle dinero. 
 
A la caza de mapaches 
 
La imagen de Alejandro Moreno, a quien los priistas llaman Alito y sus 
detractores Amlito, por su presunta cercanía con el presidente López Obrador, 
sufrió un gol-pe cuando el diario Reforma dio a conocer que tiene una propiedad 
valuada en casi 50 millones de pesos. No respondió Moreno. Su vocero Paul 
Ospital envió al periódico una carta en la cual afirma que la casa del gobernador 
con licencia sólo abarca tres y no siete lotes, y que su precio aumentó debido a 
que, al comprar los terrenos, entre 2011 y 2015, estaban cubiertos de maleza. 
Afirmó que dos de esos lotes le fue-ron donados a Moreno y uno más lo está 
pagando mediante un crédito. “Vivimos tiempos políticos al interior del partido 
político en el que militamos y reconocemos declaraciones de actores políticos, 
dentro y fuera de la campaña, para dañar la imagen del candidato y sus 
aspiraciones”, dice Ospital en la carta. 
 

Nacionalismo, enojo y desigualdad 
(Agustín Basave, pág.36-37) 

 
El presidente Trump ha vuelto a imponer aranceles al acero mexicano (y vienen 
los del tomate). Ya había amenazado eficazmente a México, en la misma arena 
arancelaria, para que le hiciéramos el trabajo sucio en migración. Más aún, su 
gobierno continúa blandiendo la espada de la guerra comercial contra China y 
amaga a Europa con ella. Y lo más significativo: esas medidas proteccionistas 
le dan popularidad en su país. ¿Por qué? ¿Qué está pasando? Mucha gente 
está enojada. Las sociedades del siglo XXI muestran una creciente irritación, 
inexplicable si sólo se toma en cuenta que el conocimiento se ha 
democratizado, que cada vez más personas tienen acceso a los avances 
tecnológicos y que en algunas mediciones la pobreza ha disminuido. Las 
protestas empezaron en los años finiseculares de globalización y consenso 
neoliberal por conducto de minorías altermundistas y creció en esta centuria con 
la primavera árabe, el 15-M español, el Occupy estadunidense y un largo 
etcétera. Hasta ahí parecía obvio, al menos desde mi punto de vista, que la 
crispación era producto de la desigualdad, que se exacerbó por las políticas 
fiscales regresivas y la desregulación y estalló en la gran recesión de 2008. 
Todo apuntaba, pues, a una reacción contra la derechización del mundo. 
 

La 4T, una religiosidad popular 
(Javier Sicilia, pág. 38-39) 

 
Vivimos un profundo parteaguas civilizatorio, un espacio vacío entre un antes y 
un después incierto; un momento en el que los valores y las instituciones que le 
daban sentido y equilibrio a la vida colapsaron dejándonos en un estado de 
desorden cuyo horizonte parece cerrado. El hinduismo llama ese momento 



 

 

kaliyuga, “la era de la riña”; la tradición cristiana, “el tiempo del fin”. El nuestro, 
que perdió la sabiduría espiritual de la poesía, lo llama nihilismo: la negación de 
todo, la nada. No hay que buscar mucho para saberlo: crímenes terribles, 
inseguridad social, cambio climático, corrupción e inoperancia de las 
instituciones, emergencia de un universo sistémico y virtual que desterritorializa 
la existencia, pérdida de las fronteras entre el bien y el mal, derrumbamiento del 
esqueleto moral de la sociedad, oferta de consumos ilimitados, y el síntoma de 
la angustia. 
 

Crítica a la fórmula AMLO para crecer 
(Ricardo Raphael, pág. 39-40) 

 
La renuncia de Carlos Urzúa Macías como secretario de Hacienda sirvió para 
que el presidente Andrés Manuel López Obrador insistiera en la premisa 
principal de su filosofía económica: “va a haber crecimiento... sólo combatiendo 
la corrupción y no permitiendo los lujos, con una política de austeridad.” Según 
sus propias palabras, la fórmula AMLO para el crecimiento se compone de tres 
partes: 1) acabar con la corrupción; 2) hacer valer la austeridad republicana, y 
3) no puede haber gobierno rico con pueblo pobre. De acuerdo con la versión 
presidencial, Urzúa no estuvo conforme con estas premisas y por ello renunció. 
La explicación es simplista y sin embargo era difícil pedirle al secretario de 
Hacienda que coincidiera con preceptos que provienen de la filosofía moral y no 
de la economía moderna. 
 

 
 


